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Resumen
En el presente trabajo se hace un 
análisis descriptivo de los mecanismos 
de regulación económica del servicio 
de telefonía pública básica conmutada 
local en Colombia entre los años 1999 
a 2008, y se estudian sus desarrollos, 
se describe su funcionamiento, sus 
características económicas principa‑
les y sus fallas de mercado. Luego 
se abordan los diferentes sistemas 
utilizados para regular la telefonía fija 
en Colombia en materia tarifaria y de 
interconexión. 
Palabras clave
Mecanismos de regulación económica, 
servicios públicos, telefonía pública 
básica conmutada local, telecomuni‑
caciones.
Abstract
This summary is a descriptive analysis 
of the mechanisms of economic regula‑
tion of the Public Switched Telephonic 
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Introducción
Es de suma importancia realizar estu‑
dios que analicen los mecanismos de 
regulación de los servicios públicos en 
Colombia, ya que por medio de estas 
herramientas se calculan las tarifas 
que debe pagar el usuario final. Una 
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vez liberados los mercados y con ello 
planteada la posibilidad de ingreso de 
capitales privados en los servicios pú‑
blicos el Estado entra a regular todos 
los servicios considerados básicos y 
de interés público y social.
El servicio de telefonía pública básica 
conmutada local (TPBCL) es conside‑
rado por ley como un servicio básico 
y esencial, el cual debe llegar a toda 
la población para que incremente la 
calidad de vida de las personas. 
Por lo anterior, este trabajo tiene como 
objetivo realizar un análisis descriptivo 
de los mecanismos de regulación eco‑
nómica del servicio. Para ello abordará 
en primera instancia el marco teórico 
para conocer los principales meca‑
nismos de regulación económica de 
los servicios públicos como son la 
regulación por tasa de beneficios, el 
mecanismo IPC – X,1 los suelos y 
techos de precios y la regulación del 
acceso e interconexión.
Posteriormente se analizan y des‑
criben las características físicas del 
servicio de TPBCL, sus estructuras 
principales y su funcionamiento y 
cómo impactan en los costos y en el 
sector de telecomunicaciones, para 
luego enfocarse en las características 
económicas de dicho servicio o red 
que hacen que en él se presenten 
cierto tipo de economías que pueden 
aprovechar las empresas como son las 
de escala, alcance, densidad y pene‑
tración. Finalmente se presentan las 
conclusiones de la investigación.
Marco teórico
Existen tres tipos de regulación se‑
gún la OCDE,2 de acuerdo con el 
ámbito de acción: económica, social 
y administrativa. La regulación eco‑
nómica supone el uso de la autoridad 
gubernamental para influir sobre los 
precios, la producción y las condicio‑
nes del mercado. La regulación social 
implica que la autoridad establece 
normas y directrices orientadas a 
garantizar el acceso a toda la po‑
blación a ciertos bienes y servicios 
como educación y salud. Por último, 
la regulación administrativa es la que 
ejerce el Gobierno en materia de pa‑
peleo y formalidades administrativas 
y se orienta al suministro de informa‑
ción para el control de la acción de 
los ciudadanos. Esta investigación 
se centra en la teoría económica de 
la regulación económica, que en su 
forma básica, como lo argumenta 
Parkin,3 son reglas administradas por 
una dependencia gubernamental que 
tienen como fin restringir la actividad 
1  Mecanismo de regulación por incentivos utilizado ampliamente en las empresas reguladas, cuyo obje‑
tivo es que los precios de la empresa estén afectados por el nivel del índice de precios y un factor de 
productividad X.
2  Organización para la Cooperación y el Desarrrollo Económico, Reglamento de la reforma ambiental en 
los países de la OCDE, Estudios sectoriales vol. 2, París: 1997. Citado por La regulación económica, 
Documento de trabajo Maestría en Regulación Universidad de Barcelona
3   Parkin, Michael, Microeconomía, ed. especial en español actualizada, Delaware: Addison‑Wesley 
Iberoamericana, 1995, 626 pp.
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económica mediante la determinación 
de precios, estándares y tipos de 
productos y las condiciones para el 
ingreso de empresas a una industria 
en particular. 
Si se adentra un poco más en la teoría 
de la regulación de servicios públicos,   
propósito de esta investigación, se 
observa que ella es una forma de inter‑
vención económica en sectores de la 
economía que ha adquirido relevancia 
en Europa a partir de los procesos de 
privatización y reestructuración inicia‑
dos en los años ochenta.4 
En este sentido, la mayoría de las 
definiciones tienen en común la iden‑
tificación de la intervención pública 
como una actividad que consiste 
en determinar, mediante normas de 
obligado cumplimiento, el marco de 
actuación de las empresas reguladas, 
además de que implica también con‑
trolar el cumplimiento de dicho marco 
de actuación y el ejercer arbitraje ante 
intereses en conflicto para los cuales 
el marco no ofrece soluciones.
En la literatura económica hay dos 
enfoques que caracterizan la teoría 
de la regulación. El primero, llamado 
“tradicional”, parte del análisis de 
las fallas del mercado para aceptar 
la imposibilidad de lograr soluciones 
óptimas a partir de la acción libre de la 
competencia. Es coherente este enfo‑
que con la idea de que la regulación es 
el conjunto de acciones mediante las 
cuales el Gobierno impide que agentes 
con poder sobre el mercado afecten 
el bienestar de la sociedad a través 
de actividades encaminadas a lograr 
un beneficio privado. En este sentido 
la regulación sólo tendrá cabida en 
aquellos sectores donde existan fallas 
de mercado.5
El segundo enfoque, denominado 
“nueva economía de regulación”, 
considera una serie de barreras que 
limitan la capacidad del Gobierno para 
ejercer eficazmente sus funciones 
como regulador. Las limitaciones pue‑
den tener dos orígenes: a) El interés 
público, por la ineficacia del gobierno y 
sus funcionarios; b) El interés privado, 
como, por ejemplo, la búsqueda de 
beneficios particulares por parte del 
regulador.6
Se habla del organismo regulador, el 
cual debe ser independiente debido 
a que los gobiernos tienen intereses 
políticos a corto plazo que pueden 
chocar con el objetivo de la regulación. 
Un regulador independiente busca, 
entonces, proteger los intereses de los 
consumidores y a las nuevas empre‑
sas entrantes al mercado como conse‑
cuencia de la transición de estructuras 
4  Lasheras, Miguel Ángel, La regulación económica de los servicios públicos, Madrid: ed. Ariel economía, 
1999, 402 p.
5   Armstrong, Mark; Cowan, Simon y Vickers, John, Regulatory reform: economic analysis and British 
experience, Regulation of economic activity vol. 20, MIT Press, 1994, 406 p
6   Eslava Mejía, Marcela, Una revisión de la literatura teórica y la experiencia internacional en regulación, 
Bogotá D.C: Archivos de Macroeconomía, Documento 104, Departamento Nacional de Planeación, 
1999, 31 p.
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monopólicas a regímenes de compe‑
tencia. Es aquí donde el regulador tie‑
ne un papel definido: la maximización 
de la función objetivo, la cual incorpora 
el excedente del consumidor E(p) y el 
beneficio de las empresas reguladas 
π(p), afectada esta última variable por 
un factor de ponderación α, que es el 
peso relativo que el regulador otorga 
a los intereses de las empresas en 
relación con los intereses de los con‑
sumidores. Esta función objetivo es 
la que definieron Barón y Myerson7 y 
la que utiliza Armstrong8 para evaluar 
diferentes modelos de regulación. La 
función está definida como:
(1)
Siendo:
E´(p) < 0 y π´(p) > 0, significa entonces 
que al aumentar los precios el exce‑
dente del consumidor disminuye y los 
beneficios de las empresas aumentan. 
A mayores precios, menor excedente 
de los consumidores y mayor beneficio 
para las empresas.
Dado este objetivo, el problema del re‑
gulador se puede expresar como el de 
fijar el nivel de precios que hace máxi‑
ma esa función objetivo. En este senti‑
do, maximizando la función se concluye 
que el nivel de precios que cumple la 
condición de primer orden para que la 
función objetivo sea máxima es:
(2)
Según esta expresión, cuando el 
beneficio de las empresas reguladas 
y el excedente de los consumidores 
ponderan por igual en la función ob‑
jetivo de la regulación α=1, el nivel de 
precios óptimos es el que se iguala al 
costo marginal p=Cm. Y para un valor 
entre cero y uno, el nivel óptimo de 
precios estará por debajo del costo 
marginal p<Cm. Cuando α está en‑
tre uno e infinito, el precio óptimo se 
aproximará al precio de monopolio. 
Existen diversos mecanismos de regu‑
lación para las empresas prestadoras 
de servicios públicos de agua, energía 
eléctrica o de telecomunicaciones, 
los cuales ponen restricciones a los 
precios e ingresos de las empresas 
reguladas según sus costos y no 
establecen directamente niveles y 
estructura de tarifas óptimas.
Mecanismos de regulación 
económica de los servicios 
públicos
La regulación del servicio de telefonía 
pública básica conmutada local com‑
prende la intervención del Estado en 
las tarifas del servicio, las cuales son 
afectadas regular y periódicamente 
con factores de ajuste como índices 
de productividad de la industria de las 
telecomunicaciones en el país, o fac‑
w(p) = E(p) + α π (p)
p - Cm 
p =
(α - 1) 1
α ε
w(p) = E(p) + α π (p)
p - Cm 
p =
(α - 1) 1
α ε
7  Barón, David y Myerson, R. Regulating a monopolist with unknown costs, Econometrica vol. 50, no. 4, 
1982 Citado por: Lasheras Op. Cit.
8   Armstrong et al. Op cit.
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tores de calidad del servicio prestado, 
medida por indicadores de gestión de 
calidad. Adicionalmente, la teoría eco‑
nómica ha desarrollado diversos me‑
canismos para el establecimiento de 
dichas tarifas mediante metodologías 
ampliamente elaboradas y diseñadas 
por los economistas.
La regulación económica del servicio 
también comprende la intervención 
del Estado en lo que respecta a la 
interconexión entre los operadores 
de telecomunicaciones y los cargos 
de acceso que éstos deben de pagar 
por el uso de sus  redes entre sí, para 
lograr un beneficio  social óptimo.
De esta forma, en este apartado se 
hará una descripción teórica de los 
principales mecanismos de regulación 
económica del servicio de TPBCL, 
empezando con el mecanismo de 
regulación según tasa de beneficio, 
luego se verá el mecanismo IPC‑X y su 
respectivo ajuste por productividad y el 
factor de ajuste por calidad; enseguida 
se abordará la regulación mediante 
suelos y techos de precios, para fina‑
lizar con el acceso y la interconexión 
de redes.
Regulación según tasa de benefi-
cios. Fue el primer mecanismo utiliza‑
do para regular tarifas en Estados Uni‑
dos hasta los años ochenta. Consistía 
en que las instituciones reguladoras 
aprobaran cada cierto tiempo unos ni‑
veles y estructuras de tarifas capaces 
de cubrir los costos históricos en que 
incurrían las empresas de servicios 
públicos, incluidos los costos de capi‑
tales invertidos,  de manera tal que los 
ingresos por la venta de los servicios 
permitieran cubrir todos los costos 
en que razonablemente incurriera la 
empresa regulada. Las revisiones las 
realizaba el organismo regulador quien 
auditaba los costos variables y fijos, a 
petición de organizaciones de consu‑
midores, cuando estas consideraban 
demasiado altas las tarifas o a petición 
de las empresas cuando consideraban 
que las tarifas eran insuficientes. De 
esta forma se valoraban las inver‑
siones  y se determinaba la tasa de 
beneficio justa y adecuada para fijar 
el costo del capital.
Los problemas de este mecanismo de 
regulación son los pocos incentivos 
que ofrece para que las empresas 
hagan una gestión eficiente de sus 
recursos; y además, que las empresas 
puedan inflar o elevar sus costos en 
sus estados financieros.
Regulación mediante IPC-X. Este 
mecanismo es uno de los más utiliza‑
dos en la regulación de los servicios 
públicos y consiste en actualizar el 
precio medio de los servicios de una 
empresa según el Índice de Precios al 
Consumo (IPC) corregido por un factor 
X que mide la productividad esperada 
de la industria.9
Este mecanismo opera cuando el re‑
gulador aprueba un nivel de ingresos 
que permite recuperar los costos razo‑
9  Armstrong, Mark y Sappintong, David, Recent developments in the theory of regulation, Amsterdam: 
Handbook of Industrial Organization, vol. III, North Holland, 2003, 137 pp.
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nables o prudentes de las empresas 
reguladas. Con base en este cálculo 
inicial de los costos a cubrir se define 
un precio medio capaz de generar 
los ingresos necesarios para un nivel 
de demanda determinada; luego se 
establece una regla de evolución, a 
partir de estos precios iniciales, para 
los nuevos precios de cada periodo 
siguiente. Esta regla se define como 
un techo que se impone a un índice de 
precios en el que la ponderación de los 
precios (tanto nuevos como iniciales) 
la elige el regulador. La regulación le 
permite a la empresa regulada adoptar 
un vector de precios o tarifas de ma‑
nera que, aplicando estos valores al 
índice inicial de precios, el resultado no 
supere el valor inicial actualizado por el 
factor IPC‑X. Lo que significa que los 
precios o tarifas deben ser tales que 
los ingresos del año en ejercicio no 
superen los que se hubieran obtenido 
aplicando a los ingresos obtenidos en 
el año base o de referencia.
Existen diferentes interpretaciones de 
este mecanismo regulatorio. Puede ser 
considerado como un tipo particular de 
regulación por incentivos, ya que las 
tarifas no pueden incrementarse más 
que la diferencia entre el aumento de 
precios al consumidor, menos “X” pun‑
tos porcentuales, lo que se interpreta 
como una alternativa para incentivar 
la reducción de costos.
Opera fijando la restricción IPC‑X de 
incremento máximo del precio. Basada 
en una productividad esperada del 
sector, la empresa tratará de maximi‑
zar los beneficios y se verá incentivada 
a la reducción  de sus costos y a intro‑
ducir innovaciones y mejor tecnología. 
Este tipo de regulación pretende que 
los consumidores se beneficien de una 
disminución continuada de los precios 
reales en los límites fijados por el factor 
“X”. De esta forma, en lugar de retener 
totalmente los beneficios por parte de 
la empresa, estos son trasladados 
en parte a los clientes. Se garantiza 
entonces, con este mecanismo, que 
los beneficios no aumenten por el 
simple juego de incrementos en los 
precios, ya que su logro dependerá de 
las posibles mejoras en productividad, 
marketing  y gestión, y otras econo‑
mías de costos.
Regulación mediante suelos y te-
chos de precios. Este mecanismo 
permite eliminar los problemas de pre‑
cios predatorios,10 derivados de una 
estructura de precios de subsidios 
cruzados11 de parte de la empresa 
regulada. Con este mecanismo las 
empresas reguladas pueden esta‑
blecer suelos y techos de precios, 
siempre y cuando se encuentren entre 
los límites que aprueba el regulador. 
El criterio para determinar el techo al 
precio es utilizar el costo aislado de 
10 Entiéndase por precios predatorios aquellos que puede establecer una empresa alejándose de los 
precios competitivos, aprovechándose de su condición de monopolio o por condiciones establecidas 
por el sistema económico.
11 Un subsidio cruzado se produce cuando una empresa modifica sus precios para que los ingresos 
obtenidos en un servicio x le permitan financiar las pérdidas que tiene en otros.
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cada producto o servicio, siendo este 
el máximo precio que una empresa 
puede establecer, ya que un precio 
mayor a él provocaría mayores incen‑
tivos a otras empresas para entrar al 
mercado debido a la obtención de 
mayores beneficios. Este mecanismo 
fue propuesto por Baumol y Sidak12 
en 1994. Este costo aislado lo definen 
los autores como el costo en que in‑
curriría una nueva empresa eficiente 
si se decidiera a producir un bien o 
servicio de los que está produciendo 
la empresa regulada, o una determi‑
nada cesta de bienes o servicios,  y 
es el máximo precio que una empresa 
puede establecer.
Para los límites de los suelos de precios 
se obtendrían los costos incrementales 
medios de cada servicio o cesta de 
servicios. Este costo es la diferencia 
entre los costos totales de la empresa 
cuando se suministra un servicio “x” 
y los costos cuando no se suministra 
ese servicio, dividido por la cantidad de 
“x” suministrada o producida. El precio 
suelo de cada servicio estaría formado 
por el costo incremental medio o por el 
costo marginal, puesto que cada uno 
de ellos determina un nivel medio de 
costos en que incurre la empresa al 
modificar su producción.
La regulación por suelos y techos de 
precios es un tipo de regulación por 
incentivos que busca incentivar la 
reducción de costos. Estas reduccio‑
nes están asociadas a las ganancias 
de productividad de la empresa y los 
precios regulados están ajustados de 
acuerdo con las ganancias en pro‑
ductividad.
Regulación de acceso e interco-
nexión. La Unión Internacional de 
Telecomunicaciones afirma que la in‑
terconexión es la unión de los arreglos 
comerciales y técnicos por medio de 
los cuales quienes suministran servi‑
cios de telecomunicaciones conectan 
sus redes y equipos con el fin de ga‑
rantizar el acceso de los consumidores 
a los servicios de otras redes.
El precio por la interconexión afecta di‑
rectamente los costos de las empresas 
de telecomunicaciones. Los criterios 
tenidos en cuenta para la fijación de los 
precios de acceso son fundamentales 
para el establecimiento de un ambiente 
en competencia. Cuando se trata de 
interconexión entre operadores de 
telecomunicaciones, aquel que posea 
una red relativamente de mayor tama‑
ño y mayor número de usuarios, puede 
afectar negativamente las condiciones 
del mercado al tomar la decisión dis‑
crecional de no interconectarse con los 
demás operadores.
Las dificultades se encuentran en el 
precio que se debe acordar y los as‑
pectos que lo sustentan. Los precios, 
teóricamente, son los que remuneran 
los costos, pero dada la existencia de 
economías de escala  esto puede que 
12 Baumol, William y Sidak, Gregory, Toward competition in local telephony , MIT Press y American Enter‑
prise Institute for Public Research, 1994 Citado por Lasheras Op cit.
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no sea viable para los operadores. 
Debido a esta situación existen dos 
esquemas para su fijación.
•	 Precios	de	Ramsey:	Supone	que	
el operador debe tener una re‑
muneración que le permita seguir 
operando, y si el regulador está 
interesado en regular el precio final 
como el de interconexión obtendrá 
eficiencia asignativa y productiva 
con ambos.
•	 Fijación	de	precios	óptimos	por	
componentes ECPR:13 Este es‑
quema o mecanismo fue pro‑
puesto inicialmente por Willig14 y 
popularizado por Baumol,15 quie‑
nes determinaron que el precio 
de interconexión es igual al costo 
directo de la interconexión, más el 
costo de oportunidad de ofrecer la 
interconexión.
En la práctica, la implementación de 
estos dos mecanismos demanda del 
regulador, de las empresas reguladas 
del mercado cierto tipo de información. 
Por ejemplo, para los precios de Ram‑
sey se requiere saber la estructura 
de costos de los servicios, y para el 
esquema de los precios óptimos por 
componentes se debe conocer la es‑
tructura de demanda, lo cual conlleva 
un grado mayor de complejidad.
Entendiendo la TPBCL
El servicio de TPBCL es de los más 
antiguos del sector de telecomuni‑
caciones. Inicia su prestación hacia 
finales del siglo XIX, cuando eran las 
empresas privadas las que lideraban 
el sector en las nacientes ciudades 
de Bogotá, Barranquilla y Cúcuta. En 
Cali se inició la prestación del servicio 
hacia 1912 con la Empresa de Teléfo‑
nos de Cali. En esa fecha operaban 
12 empresas a nivel municipal en Co‑
lombia, la mayoría de ellas de carácter 
privado.16
Entrada la mitad del siglo XX la alta 
demanda llevó a que dichas empresas 
de capitales privados fueran muni‑
cipalizadas para poder enfrentar las 
necesidades de capital. Hacia 1940 se 
municipaliza la Empresa de Teléfonos 
de Bogotá; cuatro años después, la de 
Cali. Esto sucedió con la mayoría de 
empresas de las capitales del país.
Hacia 1947 se crea la Empresa Nacio‑
nal de Telecomunicaciones (Telecom), 
la cual integró los servicios de larga 
distancia, telegráficos y telefónicos 
en ciertas regiones del país.17 Desde 
esa época el modo estatal monopó‑
lico nacional y municipal fue el que 
operó en el país. Pero este modo de 
prestación generó distorsiones en los 
13 Por sus siglas en inglés de Efficient Components Price Rule.
14 Willig, Robert D, The theory of network acces pricing, En: Harry M. Trebing, Issues in Public Utility Re‑
gulation, Division of Research, Graduate School of Business Administration, Michigan State University, 
1979, p. 109‑152
15 Baumol, William J, Some subtle issues in railroad regulation, En: International journal of transportation 
economics, August, 1983 p. 341‑355
16 Arenas Vega Luis Alberto. Las Telecomunicaciones en Colombia: Historia, desarrollo y normas. Bogotá 
D.C.: 1992. CAT Editores, 173 p
17 Ibíd.
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mercados: las tarifas de telefonía local 
estaban por debajo de los costos de 
prestación del servicio y del promedio 
internacional, y las de larga distancia 
eran muy superiores a las del prome‑
dio internacional.18
El cambio que dio la entrada de la 
competencia y de capitales privados 
en el mercado de telefonía local y de 
larga distancia, fue enmarcado bajo la 
Ley 142 de 1994,19 llamada la Ley de 
Servicios Públicos Domiciliarios. Con 
ello, de 26 empresas de telefonía local 
en 1993 pasaron 41 en 2002.20
En este sentido, la red de TPBCL 
ha tenido a lo largo de su existencia 
diversos cambios institucionales y or‑
gánicos, pero no han sido ajenos los 
tecnológicos, como por ejemplo, cuan‑
do las antiguas redes de conmutación 
eran manuales y sólo se utilizaban 
pares de cobre para transmitir voz, 
y cuando personas llamadas “opera‑
doras” conmutaban las llamadas de 
los usuarios. Con el transcurrir de los 
años se pasó a conmutadores elec‑
tromecánicos que remplazaron a las 
operadoras y estos conmutadores a su 
vez fueron sustituidos por conmutado‑
res electrónicos, analógicos y después 
digitales, para finalmente llegar a la 
tecnología basada en el protocolo IP, 
la cual es la utilizada ampliamente en 
la actualidad, soportada con conmuta‑
dores IP. Dicha tecnología es capaz de 
transportar voz, a manera de paquetes 
de datos, a través de una red de inter‑
net. Cabe resaltar que el protocolo IP 
no es un servicio, es una tecnología 
que permite la comunicación de dos 
o más personas y disfrutar de nuevas 
funcionalidades en la telefonía. Por lo 
tanto, y por políticas de la Comisión 
de Regulación de Telecomunicacio‑
nes CRT, en Colombia la regulación 
se realiza por servicios y mercados. Y 
para la prestación de estos servicios 
se debe de obtener licencia por medio 
de la cual se autoriza la prestación de 
determinado tipo de servicio.21
En este sentido, se puede decir que 
la tecnología ha cambiado, pero se 
mantienen a lo largo del tiempo las 
tres funciones tradicionales de la red 
de TPBCL, como son: acceso, con‑
mutación y transporte. La estructura 
de los costos de las redes también se 
mantiene (aunque no sus niveles) y par‑
ticularmente las fuentes de economías 
de escala siguen siendo similares.22
18 Ibíd.
19 Colombia, Congreso de la República, Ley 142. (11, julio, 1994). Por la cual se establece el régimen de 
los Servicios Públicos Domiciliarios y se dictan otras disposiciones, Bogotá D.C.: Diario Oficial. 1994. 
no. 41.433. p.1‑96.
20 Uribe Botero, Eduardo, Evolución del servicio de telecomunicaciones en la última década, Bogotá.: 
Centro de Estudios Sobre Desarrollo Económico, 2005, 75 p.
21 Colombia, Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, ¿Cuál es la regulación vigente para prestar 
servicios de VoIP? [en línea]. Bogotá D.C [consultado 10 de Noviembre de 2009], Disponible en Internet 
en versión HTML: http://www.crcom.gov.co/index.php?option=com_content&view=article&id=210%3Ap
restacion‑de‑servicios&catid=130%3Aprestacion‑de‑servicios&lang=es#7
22 Gatelovic, Alexander y Sanhueza, Ricardo. La economía básica de las redes fijas de telecomunica‑
ciones, Santiago de Chile.: Centro de Economía de la Empresa, Facultad de Ciencias Económicas y 
Empresariales, Universidad de los Andes, 2006, 71 p.
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Red de acceso
Los pares de cobre que salen del telé‑
fono de los suscriptores, de sus casas 
y oficinas, se conectan a un “armario 
de distribución”. Dicho par de cobre va 
empaquetado con otros en el llamado 
“cable secundario”, que generalmente 
cuelga de los postes de alumbrado 
público o también puede ser subte‑
rráneo. Para mantener la calidad de 
las llamadas, este cable secundario 
no puede ser mayor de 2.5 kilómetros 
(Ver Figura 1).
De esta forma, los pares de cobre de 
los teléfonos se conectan al armario 
de distribución donde, a su vez se 
conectan a otro par de cobre que va 
empaquetado y que forman el “cable 
primario”; éste va subterráneamente 
hasta una “unidad de línea”, elemento 
de la red que permite concentrar el 
tráfico para conmutarlo. Entonces se 
tiene que cada suscriptor está conec‑
tado a una unidad de línea por un par 
de cobre. Estos dos cables, primario y 
secundario, forman lo que se denomi‑
na el “bucle de abonados”, el cual para 
mantener la calidad de las llamadas no 
debe ser mayor de 4,5 kilómetros.
Enseguida se encuentra la “unidad 
de línea”, que se conecta por fibra 
óptica subterránea a un conmutador. 
Este tramo de la red se denomina 
“backbone”. 
Conmutación
La conmutación de una llamada es un 
proceso que consta de dos etapas: 
procesamiento y enrutamiento. El pro‑
cesamiento se da cuando se disca el 
número telefónico. Procesando dicho 
discado se identifica tanto al destina‑
tario de la llamada  como a la central 
telefónica a la cual está conectado. 
La primera parte del número telefóni‑
co identifica la central telefónica y la 
segunda, la tarjeta del suscriptor. En 
el momento que la red ha procesado 
la llamada, el conmutador conoce su 
destino y determina la ruta en la red 
de transmisión que conecta los dos 
(*) La figura 1 es elaborada con base en la figura número 2A de GATELOVIC y SANHUEZA Ibíd., p. 61.
Figura 1. Diagrama de la red de TPBCL (*)
Fuente: Elaboración propia
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teléfonos en cuestión. El conmutador 
conecta electrónicamente la llamada y 
se cierra el circuito, que permanecerá 
ocupado mientras dura la conver‑
sación. A este segundo paso se le 
denomina enrutamiento.
Transmisión
Esta parte de la red es la que alberga 
los conmutadores, que están conecta‑
dos por enlaces de fibra óptica por don‑
de se transmiten las conversaciones a 
manera de impulsos de luz, generados 
por equipos electrónicos instalados 
en ambos extremos de la fibra óptica. 
Estos equipos transforman la voz en 
impulsos fotoeléctricos que van por la 
fibra óptica desde la central de origen 
donde partió la llamada hasta la central 
de destino, donde culmina.
Características económicas de la 
red del servicio de TPBCL
El servicio de telefonía fija pública 
que es prestado según el esquema 
anterior, posee ciertas características 
económicas: altos costos fijos de 
capital, presencia de economías de 
escala, alcance, densidad, penetración 
y externalidades de red. Es un servicio 
público y se considera que le debe 
llegar a la población de las regiones 
del país a manera de “servicio uni‑
versal”. A continuación se explicarán 
de forma detallada cada una de estas 
características.
Costos de capital fijo en 
infraestructura
Debido a que el sector de las tele‑
comunicaciones se encuentra en un 
permanente desarrollo tecnológico, 
el ciclo tecnológico de los servicios 
es corto y se requieren cuantiosas 
inversiones para renovar y actualizar 
las diferentes tecnologías, en busca 
siempre de ofrecer más servicios, 
de mejor calidad y aumentar la ca‑
pacidad de oferta. Por esto el sector 
de la telefonía pública debe realizar 
altas inversiones en construcción 
y reposición de redes de cobre por 
redes de fibra óptica, ampliaciones a 
la red existente como nuevas plantas 
telefónicas e instalar nuevos equipos, 
hacer mantenimientos preventivos y 
correctivos por los robos callejeros de 
infraestructura como cables de cobre 
y fibra óptica. 
Economías de escala, alcance, 
densidad y penetración
Se presentan economías de escala 
cuando el operador de telecomunica‑
ciones logra que sus costos unitarios 
de producción sean menores a medida 
que el volumen de usuarios se incre‑
menta. Cada suscriptor nuevo genera 
una disminución en los costos unitarios 
de la empresa al prestar el servicio. 
Además de este tipo de economía, 
también se presenta en la industria de 
telecomunicaciones lo que se deno‑
mina economías de alcance, en gran 
parte por las características y avances 
tecnológicos del sector. Este tipo de 
economías se da cuando el costo de 
producir dos o más productos conjun‑
tamente es menor que el costo total 
de producirlos separadamente. Este 
tipo de economías se originan cuando 
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existen factores de producción comu‑
nes en los procesos productivos.23 Tal 
es el caso de las telecomunicaciones, 
que por la misma red se pueden ofre‑
cer más servicios además del propio 
servicio de telefonía pública básica 
conmutada local, como es el caso de 
internet y televisión por suscripción.
Otra característica del servicio de TPB‑
CL es que se presentan economías de 
densidad,  cuando aumenta el número 
de suscriptores en una zona geográ‑
fica determinada, las cuales son un 
ahorro en los costos de distribución 
de un servicio. Dichas economías 
tienen la particularidad de que inciden 
en la reducción del costo medio de 
la distribución y no en la producción 
de los productos o servicios. El costo 
unitario de proveer servicios en una 
zona urbana altamente poblada con 
una red no tan extensa será menor al 
de prestar el servicio en zonas amplias 
rurales con densidades de población 
menores. 
En la red o cable secundario, cuando 
se conectan los pares de cobre de los 
teléfonos de los suscriptores y poten‑
ciales usuarios, hasta los armarios de 
distribución, “un aumento en el número 
de líneas en servicio permite costear 
esta inversión entre un mayor número 
de suscriptores; en consecuencia, 
el costo medio por línea conectada 
disminuye. Por lo tanto, a medida que 
aumenta la densidad se aprovechan 
estas economías debidas a la indi‑
visibilidad de la inversión requerida 
para desplegar la red de acceso se‑
cundaria.24
En esta misma red de acceso secun‑
dario se presentan economías de 
penetración cuando al “conectar más 
suscriptores en una misma área no se 
requiere inversiones adicionales. Por lo 
tanto, el costo medio por línea en ser‑
vicio de la red de acceso desplegada 
en un área determinada disminuye a 
medida que aumenta la penetración, 
porque la infraestructura ya desplega‑
da se utiliza más intensamente”.25
Igualmente, cuando se despliega la 
red de acceso primaria se pueden 
aprovechar economías de densidad 
cuando aumenta el número de suscrip‑
tores conectados a la misma unidad 
de línea. En esta parte de la red no 
se aprovechan economías de pene‑
tración, dado que la capacidad de la 
red primaria está  determinada por el 
número de líneas en servicio.26
En la parte de la red llamada conmu‑
tación también se pueden aprovechar 
economías de escala derivadas del 
número de líneas y del tráfico cursa‑
do. Y en la parte de transmisión las 
economías de escala se materializan 
sólo cuando se supone que existe una 
23 Arbelo Alvarez, Antonio y Pérez Gómez, Pilar. Producción multiproducto y economías de escala y 
alcance, Anales de estudios económicos y empresariales no. 8, Valladolid: Universidad de Valladolid, 
1993, p. 66‑78.
24  Gatelovic y Sanhueza Op. cit., p. 13.
25  Ibíd., p. 13.
26  Ibíd., p. 71.
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red desplegada que cubre un área 
determinada, lo que hace que el costo 
por minuto caiga; pero si este aumento 
de tráfico proviene de una ampliación 
geográfica de red es necesario invertir 
en cableado y equipos de transmisión 
adicionales, por lo que el costo total 
de transmisión aumenta y se deja de 
aprovechar las economías de escala 
al crecer el tráfico.27 Los diferentes 
tipos de economías (escala, alcance, 
penetración y densidad) logran que 
la empresa operadora de telecomuni‑
caciones disfrute de los rendimientos 
crecientes a escala, pero diferentes en 
medida, de acuerdo con la parte de la 
red en cuestión.
Externalidades de red
Este servicio o subsector tiene la 
característica de contar con la pre‑
sencia de externalidades de red, 
consideradas como los cambios en 
los beneficios de un agente económico 
obtenidos de un bien cuando se incre‑
menta el número de consumidores del 
mismo bien o de un bien similar. Este 
concepto fue inicialmente utilizado por 
Katz y Shapiro,28 quienes argumentan 
que “existen productos en los que la 
utilidad del agente que los consume 
se incrementa con el número de otros 
agentes que consumen el bien; por 
ejemplo, la utilidad en el consumo de 
una persona cuando adquiere una 
línea telefónica depende claramente 
del número de personas que ya han 
ingresado a la red telefónica”. En 
este caso nos encontramos frente a 
una externalidad de red positiva. Las 
externalidades de red también se 
pueden hallar en otras tecnologías 
de comunicación como internet, fax y 
teléfonos celulares.
Servicio público y servicio 
universal
El servicio de telefonía pública básica 
conmutada local es definido por la Ley 
142 de 1994 como un servicio público 
domiciliario, en el que el Estado colom‑
biano interviene para garantizar su ca‑
lidad, cobertura y prestación continua,   
ininterrumpida y eficiente. Esto le da un 
carácter de interés público y social.
Un concepto muy utilizado en el servi‑
cio de TPBCL es el de servicio univer‑
sal, 29 el cual fue definido en la misma 
resolución como “aquel que pretende 
llevar acceso generalizado a los hoga‑
res de los servicios básicos de teleco‑
municaciones, iniciando con el servicio 
de telefonía y posteriormente integran‑
do otros servicios a medida que los 
avances tecnológicos y disponibilidad 
de recursos lo permitan”.30 Estos 
objetivos definidos en los anteriores 
conceptos son materializados a través 
27 Ibíd., p. 13.
28 Katz, Michael y Shapiro, Carl. Network externalities, competition and compatibility, American Economic 
Review, Junio, 1985, vol. 75, no. 3 p. 424‑440.
29 El nivel de servicio universal se mide estadísticamente en términos de porcentaje de hogares con 
teléfono.
30 Colombia, Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, Resolución 156. (26, mayo, 1999). Por 
la cual se define el alcance del programa Compartel de Telefonía Social 1999 – 2000 y se modifica y 
adiciona la Resolución CRT 087 de 1997, Bogotá D.C. La Comisión 1999. 3 p.
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de programas sociales31 destinados a 
ampliar la cobertura en telefonía a los 
sectores con altos índices de necesi‑
dades básicas insatisfechas y a comu‑
nidades en zonas apartadas y rurales, 
cuyo financiamiento es conseguido a 
través de aportes de los operadores 
de TPBCL de un 5% de sus ingresos 
netos al Fondo de Comunicaciones del 
Ministerio de Comunicaciones.
Principales fallas de mercado en 
el sector de telecomunicaciones
Monopolios naturales. El concepto 
que debe asociarse a la existencia de 
un monopolio natural es el de subadi‑
tividad de costos, es decir, se está en 
presencia de un monopolio natural 
cuando una sola firma es capaz de 
producir la cantidad que se demanda 
del bien en cuestión a un costo menor 
o igual al que se tendría con la presta‑
ción de dos o más firmas.
La subatividad de costos es un con‑
cepto introducido por Baumol,32 el cual 
argumenta que la función de costos de 
la empresa es subaditiva cuando es 
capaz de producir cualquier cantidad y 
combinación de una cesta de servicios 
a un costo inferior al que se obtendría 
si estos servicios fueran producidos por 
distintas empresas. La subatividad de 
costos es condición suficiente para la 
existencia de un monopolio natural.
Antes de la entrada de la Ley 142 de 
1994, el Estado era el que prestaba el 
servicio de TPBCL a niveles nacional y 
municipal, lo que hacía que existieran 
distorsiones en los mercados a manera 
de monopolios naturales como una 
falla de mercado, pero para satisfacer 
las necesidades y el bienestar general. 
El que el servicio fuese satisfecho por 
una única empresa lo hacía económi‑
camente eficiente.
Externalidades. Se entiende como 
una falla de mercado los efectos de red 
que no pueden ser internalizados33 por 
los agentes del mercado. El valor de 
adquirir una línea telefónica de TPBCL 
depende de cuántos otros usuarios 
estén ya conectados, pues será mayor 
el beneficio social a medida que se 
sumen más suscriptores a la red.
Cuando existen dos o más redes de 
operadores de TPBCL, éstas deben de 
interconectarse entre sí para que los 
suscriptores de ambas redes puedan 
comunicarse entre los diferentes usua‑
rios de las distintas redes existentes. 
Una forma de evitar la aparición de 
monopolios es establecer las condi‑
ciones y criterios mínimos para que las 
empresas se interconecten, de modo 
que cada empresa disfrute de una red 
de dimensión parecida.
Caso contrario, el no poder interco‑
nectarse entre las diferentes redes 
31 Como el programa Compartel, del Ministerio de Comunicaciones, cuyo objetivo es permitir que las zonas 
apartadas y los estratos bajos del país se beneficien con las tecnologías de las telecomunicaciones 
como son la telefonía rural y el servicio de Internet.
32 Baumol, William. On the Proper Cost Tests for Natural Monopoly in a Multiproduct Industry, The American 
Economic Review, vol. 67, no. 5, 1977 p. 809‑822
33 Internalizar se entiende como la cuantificación e integración de todas las externalidades que se producen 
en el mercado.
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existentes producirá una reducción 
en el beneficio social, debido a que 
usuarios y suscriptores de diferentes 
redes no podrían comunicarse entre sí. 
Se presentaría entonces, en este caso, 
una externalidad negativa.
Asimetrías de información. Cuando el 
regulador maximiza su función objetivo 
w(p), planteada en la ecuación (1), lo 
debe hacer con la información exacta 
y precisa de las funciones de costos 
de las empresas, de las funciones de 
demanda, de las preferencias sociales 
y de la distribución de rentas de los 
consumidores.34 Esta gran cantidad de 
información es muy difícil de conseguir 
por parte del regulador y además su‑
pone que los costos de las empresas 
reguladas, cuando por obligación tienen 
que declararlos, sean superiores a los 
costos reales a los que están produ‑
ciendo, para de este modo no esforzar‑
se en reducir en costos orientados a la 
eficiencia productiva. Los mecanismos 
de regulación, entonces, deben incen‑
tivar que la conducta de las empresas 
se dirija a reducir costos y no a utilizar 
estas asimetrías de información en su 
propio beneficio.35
Mecanismos de regulación económica 
de la TPBCL en Colombia
Junta Nacional de Tarifas (Esquema 
de participaciones). En los inicios 
de la década del noventa el mercado 
de la TPBCL en Colombia se mante‑
nía como un monopolio natural del 
gobierno central, con Telecom como 
su empresa de servicios de teleco‑
municaciones, y a nivel municipal en 
la mayoría de capitales y municipios 
existían empresas de propiedad públi‑
ca que prestaban dicho servicio. Había 
en esa época distorsiones en el mer‑
cado de TPBCL y de larga distancia, 
puesto que ésta, con sus altas tarifas, 
lograba financiar el mantenimiento y 
ampliación de la red de TPBCL con la 
aplicación de subsidios cruzados. 
Estas distorsiones en los precios de 
los servicios respecto a los niveles efi‑
cientes obedecían principalmente a la 
fijación de tarifas con base en criterios 
políticos y “sociales”, definidos por la 
Junta Nacional de Tarifas.36
La regulación económica del servicio 
la regía entonces la Junta Nacional 
de Tarifas de Servicios Públicos Do‑
miciliarios, la cual tenía a su cargo la 
fijación de los rangos de las tarifas a 
los usuarios y determinar el régimen 
tarifario del sector; todo lo anterior con 
base en el Decreto 1900 de 199037 
del Ministerio de Comunicaciones. En 
este sentido, la Junta, a principios del 
año 1990, expidió la resolución 021, 
por medio de la cual se fijaron las 
34 Lasheras. Op. cit., p 73.
35 Lasheras. Op. cit., p 115.
36 Uribe. Op. cit. p. 9.
37 Colombia, Ministerio de Comunicaciones, Decreto 1900 (19, agosto 1990), Por el cual se reforman las 
normas y estatutos que regulan las actividades y servicios de telecomunicaciones y afines, Bogotá D.C: 
Diario Oficial,  1990. no. 39.507, 15 p.
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tarifas de conexión en un porcentaje 
correspondiente al costo unitario de 
expansión38 del servicio telefónico 
local. Este porcentaje se aplicaba de 
manera progresiva: a mayor estrato so‑
cioeconómico, mayor era el porcentaje 
que gravaba la tarifa de conexión.
Para el año 1994 se expide la Ley 
de Servicios Públicos Domiciliarios39 
en Colombia. Dicha ley parte en dos 
la historia del servicio de TPBCL en 
nuestro país, debido a que el Estado 
permitió la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios a la empresa 
privada, lo que significó un cambio 
paulatino de roles hacia un Estado más 
regulador que prestador de servicios 
públicos.
Mecanismo de regulación por tasa 
de beneficio. Fue el primer meca‑
nismo utilizado después de la libe‑
ralización del subsector de TPBCL. 
Este mecanismo aseguraba que las 
inversiones pasadas y futuras fueran 
retribuidas a una tasa de descuento 
de 13%. Las empresas establecidas 
con posición dominante estaban so‑
metidas al régimen regulado de tarifas, 
mientras que las empresas entrantes 
se regían por el sistema de libertad vi‑
gilada de tarifas. Se pretendió con ello 
promover la entrada de nuevos actores 
al mercado y fomentar la competencia. 
De esta manera se quería garantizar la 
supervivencia de las  nuevas empre‑
sas entrantes al mercado sin que los 
operadores antiguos abusaran de su 
posición dominante.
Mecanismo IPC-X. Se detectó por 
parte de la CRT que las tarifas esta‑
ban distantes de los costos eficientes, 
y que aún se debían eliminar los 
subsidios cruzados y propender al 
mejoramiento de la calidad del ser‑
vicio, además de tener en cuenta las 
características técnicas, geográficas y 
de escala de cada una de las empre‑
sas.40 Con base en esta situación y con 
el estudio41 realizado por diferentes 
organismos se estimaron los costos de 
eficiencia de la prestación del servicio 
de telefonía pública básica conmutada 
local en Colombia.
Dicho estudio utilizó un modelo que 
supone que los costos se puedan 
desagregar en componentes de planta 
externa, conmutación y transmisión. 
En la inversión de planta externa 
se determinó un modelo estadístico 
ingenieril que acepta los actuales 
puntos de ubicación de los centros 
de distribución o densidad de cada 
38 El costo unitario total en el que incurre la empresa, para expandir su infraestructura y por ende, extender 
la prestación del servicio de TPBCL a un número mayor de usuarios. En este costo se incluyen todos 
los costos asociados a los planes de expansión.
39 Colombia, Congreso de la República, Ley 142. (11, julio, 1994). Por la cual se establece el régimen de 
los Servicios Públicos Domiciliarios y se dictan otras disposiciones, Bogotá D.C.: Diario Oficial. 1994. 
no. 41.433. p.1‑96.
40 Colombia, Ministerio de Comunicaciones, El sector de telecomunicaciones en la década de los 90´s, 
Bogotá D.C,  2000, 326 p.
41 Económica Consultores; Sidley & Austin y Law & Economics Consulting Group Inc, Desarrollo de as‑
pectos complementarios del nuevo régimen tarifario, Bogotá D.C.: 1998, 38 p.
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empresa en particular, y los compo‑
nentes de conmutación y transmisión   
se determinaron a partir de modelos 
de costos eficientes apoyados en 
principios de ingeniería telefónica. Los 
gastos de administración, operación y 
mantenimiento (AOM) se determinaron 
mediante un análisis de benchmarking, 
debido a que el sector colombiano no 
disponía de información detallada de 
costos CRT.42 Con relación al factor 
de productividad, la CRT lo estableció 
en 2%. Así mismo, este mecanismo 
incorpora el ajuste por calidad “Q”, el 
cual es calculado mediante la ponde‑
ración de indicadores de gestión de la 
empresa y de indicadores de nivel de 
satisfacción del usuario.
Mecanismo tope de precios. Se 
realizó un estudio técnico43 para el es‑
tablecimiento de grupos de empresas 
cuyas características geográficas, de 
mercado y socioeconómicas son rela‑
tivamente homogéneas frente al resto 
del país, con el objetivo de juzgar como 
iguales las operaciones de las empre‑
sas que pertenezcan a un mismo gru‑
po y fijar un tope de precios único para 
cada grupo, que debe corresponder a 
la operación más eficiente dentro del 
mismo grupo.
De esta forma, se establecieron dos 
grupos de empresas. Las del grupo 
uno se catalogaron como operadores 
dominantes en sus respectivos mer‑
cados (departamentos o localidades). 
En las del grupo dos se estableció 
el tope de precio por minuto como 
restricción regulatoria en sus respec‑
tivos mercados. Tanto las del grupo 1 
como las del grupo 2 debían ofrecer 
obligatoriamente planes tarifarios que 
cumplieran con la metodología de tope 
de precios prevista en la Resolución 
1250 de 2005.44
Cargos de acceso y régimen unificado 
de interconexión (RUDI). Para tratar de 
reducir las externalidades negativas 
que se derivan de la falta de interco‑
nexión entre las redes de las diferentes 
empresas prestadoras de los distintos 
servicios de telecomunicaciones, se 
reguló lo que respecta al acceso45  y 
a la interconexión46 entre operadores 
de telecomunicaciones.
Lo primero que se reguló en materia de 
interconexión, hacia el año 1993, fue 
la fijación de la tarifa de interconexión 
42 Colombia, Comisión de Regulación de Telecomunicaciones. El sector de telecomunicaciones en la 
década de los 90´s, Op. cit., p. 54.
43 Colombia, Comisión de Regulación de Telecomunicaciones. Definición de grupos de operaciones de 
telefonía local en Colombia con base en Cluster Analysis, nuevo marco tarifario de telefonía local, Bogotá 
D.C.: La Comisión, 2005, 36 p.
44 Colombia, Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, Resolución 1250. (29, junio, 2005). Por la 
cual se modifica el Titulo V de la resolución CRT 087 de 1997 y se dictan otras disposiciones. Bogotá 
D.C.: La Comisión, 2005. 29 p.
45 El acceso es una condición resultante de aquellos servicios que para su prestación requieren de la 
combinación de varios insumos y cuya propiedad no es exclusiva de un solo prestador del servicio.
46 La interconexión es la unión de los arreglos comerciales y técnicos por medio de los cuales quienes 
suministran servicios de telecomunicaciones conectan sus redes y equipos con el fin de garantizar el 
acceso de los consumidores a los servicios de otras redes.
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entre el terminal del abonado de la red 
de TPBCL y la central de conmutación 
local, correspondiente a llamadas 
entre abonados de la red TPBCL y 
abonados de la red de telefonía móvil 
celular (TMC), tanto entrante como 
saliente, en $24. En lo relacionado 
con el cargo de acceso entre redes 
locales se estableció un precio de 
$30 por minuto, lo que permitía a las 
empresas locales una remuneración 
por el uso de sus redes. Esto sucedió 
en el año 1995. 
En 1996 se fija el cargo de acceso lo‑
cal‑local en $10 corriente por impulso y 
se establecen unos rangos de valores 
para local‑local de acuerdo con facto‑
res como la ubicación geográfica.
En el año 2001 se establece la posi‑
bilidad de hacer el pago de los cargos 
de acceso de dos formas diferentes; 
la primera denominada por “uso” y la 
segunda llamada por “capacidad”, y 
los operadores eran libres de escoger 
su forma de pago.
El Régimen Unificado de Interconexión 
(RUDI) se establece en el año 2002, 
bajo el amparo de la Resolución 46947 
del mismo año.
Hacia el año 2007 y después de es‑
tudios contratados por la CRT y de 
múltiples foros y discusiones48  con los 
agentes del sector, se expide la resolu‑
ción CRT 1763 de 2007,49 la cual es el 
resultado de la aplicación de modelos 
de costos eficientes que se basan en 
metodologías de costos incrementales 
de largo plazo, y tiene en cuenta los 
elementos de red necesarios para 
atender la expansión, la cobertura 
y la demanda de tráfico proyectada, 
constituyéndose en una medida que 
promueve la competencia en los mer‑
cados de telecomunicaciones.
Conclusiones
Aunque los cambios tecnológicos y 
estructurales del mercado del ser‑
vicio de TPBCL han sido muchos a 
lo largo de los años, continúan las 
funciones esenciales de una red fija 
de telecomunicaciones: red de ac‑
ceso, conmutación y transmisión, y 
se conserva su estructura de costos, 
mas no sus niveles, lo que hace que el 
servicio posea ciertas características 
económicas que pueden aprovechar 
las empresas, como las economías 
de escala, alcance, penetración y 
densidad, para disfrutar de los rendi‑
mientos crecientes a escala, lo cual 
depende de la parte de la red en 
cuestión; además beneficiarse de los 
47 Colombia, Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, Resolución 469. (4, enero, 2002). Por medio 
de la cual se modifica la Resolución 087 de 1997 y se expide un Régimen Unificado del Interconexión 
–RUDI‑. Bogotá D.C.: La Comisión, 2002, 23 p.
48 Dichas reuniones, estudios, foros y discusiones son la antesala a la expedición de las resoluciones de 
la CRT  y se han convertido en la dinámica o proceso para la expedición de las resoluciones de tele‑
comunicaciones en Colombia. Estos hechos se pueden encontrar en la parte inicial de cada resolución 
expedida por la CRT.
49 Colombia, Comisión de Regulación de Telecomunicaciones. Resolución 1763. (5, diciembre, 2007). Por 
medio de la cual se expiden las reglas sobre cargos de acceso y uso a redes fijas y móviles, y se dictan 
otras disposiciones. Bogotá D.C.: La Comisión, 2007, 14 p.
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efectos externos positivos de red para 
incrementar su utilidad en la medida 
que más usuarios se suman a la red, 
con base en la conceptualización del 
servicio como  “servicio universal” que 
llega a la mayor cantidad de hogares 
posible.
Parte de las características económi‑
cas inherentes al mercado del servicio 
de TPBCL son al mismo tiempo fallas 
de mercado, lo que genera problemas. 
Como en un principio la estructura de 
mercado de TPBCL en Colombia era 
de monopolio, existían distorsiones 
en los mercados de TPBCL y de larga 
distancia con el establecimiento de los 
subsidios cruzados. Del mismo modo, 
las externalidades de red representan 
fallas de mercado cuando existen dos 
o más operadores en un mercado que 
deben estar interconectados entre sí 
para lograr que sus suscriptores o 
usuarios de diferentes redes puedan 
conectarse, de modo que cada opera‑
dor logre una dimensión de red pare‑
cida y que el beneficio social aumente 
al poder comunicarse unos con otros. 
Otra característica que se asocia a un 
fallo de mercado es la existencia de 
asimetrías de información cuya falta 
conduce a tomar decisiones equivo‑
cadas, específicamente cuando el 
regulador trata de maximizar la función 
objetivo W(p).
Iniciando el año 1990 se estableció 
el mecanismo de regulación denomi‑
nado Esquema de Participaciones, el 
cual obedecía al establecimiento de 
tarifas con base en criterios políticos 
y sociales definidos por la Junta Na‑
cional de Tarifas. La Ley 142 de 1994, 
fijó los criterios para la determinación 
de las tarifas del servicio con base en 
la eficiencia económica para que las 
tarifas se aproximen a los precios de 
un mercado competitivo. Una vez la 
Comisión de Regulación de Teleco‑
municaciones asume las funciones de 
la Junta Nacional de Tarifas en 1992, 
se establece un tope máximo al costo 
unitario de expansión. 
El mecanismo de regulación por tasa 
de retorno o beneficio se establece 
hacia noviembre de 1996, y se basa en 
un modelo de costos medios de largo 
plazo y en el cálculo del costo medio 
de referencia de largo plazo. Este me‑
canismo aseguraba que las inversio‑
nes pasadas y futuras se retribuyeran 
a una tasa de descuento de 13%. Las 
ventajas de este mecanismo fueron el 
aprovechamiento de las economías de 
escala al poder dividir las tarifas entre 
cargo fijo y variable, y también permitió 
eliminar en parte los subsidios cruza‑
dos entre el servicio de larga distancia 
y el de telefonía local, vinculando las 
tarifas a los costos reales de la pres‑
tación de los servicios.
Este mecanismo tuvo un impacto muy 
positivo debido a que se presentaron 
incrementos considerables en la inver‑
sión, en las tasas de crecimiento de las 
líneas instaladas y en la teledensidad, 
en contraste con las tarifas, que sufrie‑
ron aumentos en el cargo fijo y en el 
cargo promedio.
En noviembre de 1999 se establece 
el mecanismo de regulación IPC – X, 
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el cual incorpora en el cálculo de las 
tarifas el factor de calidad (Q), que 
sería hallado mediante la metodología 
de cálculo de indicadores, y el factor de 
ajuste por productividad de la industria 
(X), determinado en 2% por la CRT. 
El impacto de la implementación de 
este mecanismo fue menor, ya que las 
tasas de crecimiento de la inversión 
y de la teledensidad se reducen a 
niveles inferiores en comparación con 
los años anteriores. Se mantiene la 
tendencia de reducción de los cargos 
de conexión y aumentos en los cargos 
fijo y variable.
En el 2005 se creó el mecanismo de 
regulación por tope de precios, con 
base en el establecimiento de grupos 
de empresas con características geo‑
gráficas de mercado relativamente 
homogéneas. Con base en ello esta‑
blecieron dos grupos de empresas: el 
grupo 1, consideradas como operador 
dominante, y el grupo 2, y la restricción 
regulatoria fijó el tope de precios por 
minuto por empresa en su respectivo 
mercado. En la fórmula para calcularlo 
incorporó el factor de productividad, 
establecido en 2% por la CRT, y el de 
calidad, mediante la metodología de 
cálculo de indicadores. Todo lo ante‑
rior para buscar la flexibilización del 
régimen tarifario. 
Los cargos de acceso e interconexión 
son fundamentales para el desarrollo 
competitivo del sector, puesto que se 
trata de generar bienestar general al 
reducir las externalidades negativas 
que se puedan presentar, así como re‑
ducir ineficiencias productivas o asig‑
nativas en la prestación del servicio 
de TPBCL. La regulación colombiana 
en este sentido definió los cargos de 
acceso en un principio con base en 
el “esquema de participaciones”, que 
permitía subsidios cruzados entre los 
servicios de larga distancia y local. 
Después se dio otro paso al fijar los 
cargos de acceso con precios fijos 
determinados por el regulador que 
no reflejaban los costos eficientes del 
sector. En la actualidad se mantiene 
la regulación de los cargos de acceso 
con precios topes con base en los cos‑
tos reales de las empresas, reflejando 
ello una utilización mayor del mecanis‑
mo de los precios de Ramsey. Estos 
cambios han permitido la reducción 
de los cargos de interconexión entre 
las diferentes redes de operadores de 
servicios de telecomunicaciones.
En suma, se puede argumentar que el 
proceso regulatorio tarifario colombia‑
no de la TPBCL ha seguido la siguiente 
línea: en los primeros años de análisis 
la  regulación se realizaba con base en 
criterios políticos y sociales. Después 
la regulación se basó en restringir el 
beneficio o la tasa de retorno de las 
empresas operadoras, lo que deman‑
daba cuantiosa información  de parte 
de las empresas y del regulador. Pos‑
teriormente se impone la regulación 
mediante incentivos como son los 
mecanismos IPC – X y  el de tope de 
precios orientados hacia la reducción 
de los costos de las empresas, la fle‑
xibilización del régimen tarifario y una 
desregulación en mercados geográfi‑
cos de mayor competencia.
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